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PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE REGULACIONES A LAS TARJETAS DE CRÉDITO.
IDEA MATRIZ O FUNDAMENTAL DEL PROYECTO
Se crea la tasa anual equivalente (TAE), índice comparativo que transparenta la información en el otorgamiento de crédito, que se realice a través de tarjetas, se encuentre o no asociado éste a la compra de un bien de consumo; al efecto, la empresa proveedora estará obligada a señalar, además del interés cobrado por concepto de capital, la totalidad del costo involucrado en la operación, que sea de cargo del consumidor.
ANTECEDENTES
Según un informe de estabilidad financiera del Banco Central de Chile, correspondiente al primer semestre de 2006, la deuda de los consumidores ha crecido más rápido que sus ingresos, alcanzando un stock de deuda del 57% de los ingresos anuales, comparado con el 37% registrado a fines de 2001. La deuda total de los hogares chilenos se estima en $21,3 millones de pesos a marzo de 2006, con una tasa anual real de crecimiento del 18%; lo cual está impulsado principalmente por los créditos de consumo no bancarios, que tienden a ser siempre los más riesgosos y que crecen a tasas superiores que lo registrado en otros países.

Expresan que nuestra actual legislación no aborda la temática del sobreendeudamiento de los consumidores y, sin embargo, resulta ser una realidad cada vez mayor y preocupante en nuestro país, es así como según las cifras conocidas de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, en nuestro país se ha registrado en los últimos años un preocupante aumento de los niveles de endeudamiento de las familias chilenas, pasando de un 32% en 1999 a un 49,5% en el 2005, el nivel de las deudas como porcentaje de sus ingresos.

Así también, dicen, se puede apreciar el explosivo aumento de los créditos de consumo y en especial de aquéllos que tienen un origen no bancario, como las casas comerciales, cajas de compensación, las cadenas de supermercados y otros actores del mercado del crédito, que según antecedentes de la propia Superintendencia de Bancos e instituciones Financieras, alcanzan una participación del 34% en el año 2005, en contraste con su participación del 27% al año 1999, los cuales en general cobran intereses superiores a los créditos bancarios y están asociados a operaciones de financiamiento menos estructuradas y meditadas por parte de los consumidores.

Se aprecia que en el último tiempo, los créditos de consumo expresados en compras a plazo y asociados al uso de tarjetas en el segmento no bancario, han aumentado de un 59% en el año 1999 a un 73% en el 2005, existiendo en la actualidad más de 10.176.783 tarjetas de crédito no bancarias contra 6.843.883 que existían en diciembre de 2000.

Por su parte, un estudio realizado por el Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC) en torno a los cobros de tarjetas de crédito de multitiendas y casas comerciales, muestra diferencias de hasta 9.000% en las comisiones cobradas por administración y/o mantención de las mismas.

Lo anterior, refleja el hecho que no existe una real competencia en dicho mercado, debido principalmente a la falta de información accesible y veraz por parte de los consumidores al momento de optar por las distintas alternativas ofrecidas en tarjetas de crédito no bancarias, toda vez que muchas de ellas, con el fin de eludir los límites de la tasa máxima convencional y encubrir sus ganancias, y disminuir la competencia en los intereses, han optado por ocultar sus ingresos en los distintos cobros asociados a la tarjeta de crédito.

Es así, sostienen, como sólo por concepto de "costos por tenencia y uso de la tarjeta de crédito", el estudio del SERNAC muestra que las casas comerciales y multitiendas pueden incorporar distintas modalidades de cobros, incluso con nombres distintos entre cada una de ellas, lo que dificulta aún más el poder comparar las alternativas más convenientes, es así como éstas se pueden agrupar en a) costos de apertura y/o renovación de líneas de crédito; b) costos por administración y/o mantención anual de líneas de crédito, los que a su vez pueden estar estipulados en una comisión fija mensual o en una comisión por compra (transacción) con topes máximos anuales, y c) costos por seguros de desgravamen, desempleo y otros.

A lo anterior, prosiguen, se suma el interés pactado, para la operación cuyo impacto final puede variar dependiendo del plazo señalado para el mismo y los costos asociados a su prepago o cancelación anticipada.

Para dar solución a lo planteado, sostienen, es necesario que la autoridad competente (Ministerio de Economía o Banco Central), exija a las casas comerciales y multitiendas, publicar el T.A.E. (Tasa Anual Equivalente), que constituye un indicador representativo del costo total de la operación que deberá soportar el consumidor, incluyendo su interés, comisiones y todo otro gasto asociado a la operación, además de la frecuencia de los pagos y plazos asociados, el cual se expresa en un determinado porcentaje que puede ser comparable fácilmente por el consumidor. Expresan que toda publicidad debe ir acompañada del índice de la T. A. E.
La T.A.E., en definitiva, igualará sobre una base anual, el valor actual de todos los compromisos existentes o futuros que asume el consumidor en una operación de crédito, constituyendo una de las más importante herramientas de transparencia en el mercado internacional del crédito, lo que hace posible una efectiva y real competencia.

III. - INTERVENCIONES.

Don Gustavo Arriagada, Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras de Chile, expresó que la iniciativa se encontraba planteada en el sentido correcto. En efecto, dijo, el acceso a servicios financieros para nuevos segmentos de la población y la mayor complejidad de los productos financieros, hace necesario generar un ambiente de máxima transparencia, donde la relación con los clientes pequeños esté sometida a prácticas conocidas por todos.

Constituye un elemento importante que las entidades provean a sus clientes y público en general información clara, oportuna y suficiente, acerca de los productos y servicios que ofrecen, posibilitando la obtención del valor total de las operaciones de crédito que son cargo de los deudores, además de hacer posible la comparación entre oferentes de crédito.

El indicador propuesto, señaló, incrementaría y homogenizaría la información que disponen los consumidores al momento de tomar sus decisiones de crédito, puesto que conduce a facilitar la comparación de precios, ya que se reconoce la participación de otros gastos asociados a las operaciones de crédito de consumo.
En todo caso, dijo, se debe destacar que este indicador debe tener un carácter meramente informativo y, por tanto, debiera ser aplicado por todos los oferentes de crédito con el objeto de no crear asimetrías regulatorias en el mercado.

El establecimiento de indicadores como el propuesto está presente a nivel internacional. En países desarrollados como Inglaterra, EEUU, España, existen leyes especiales que regulan los créditos de consumo; tales como, la norma "Consumer Credit Protection Act 1974"en Inglaterra, y la Regulación Z "The Truth in Lending Act" en EEUU del Federal Reserve Board. España tampoco es indiferente a esta materia, y mediante la ley 7/1995 introdujo disposiciones especiales para los créditos de consumo.

Todas estas regulaciones rigen para cada persona o empresa que otorgue un crédito de consumo, dadas las siguientes características: el crédito se ofrece a personas; la empresa o persona otorga créditos en forma regular; el crédito está sujeto a cobros, existe un contrato escrito y se paga en 4 o más cuotas, y el propósito del crédito es para gastos de la persona, familiar o para artículos principalmente de la casa.

Otra experiencia digna de resaltar la constituye la legislación mexicana que incorporó en sus disposiciones a la CAT, Costo Anual Total. La CAT es equivalente a la TAE y como tal se caracteriza por: expresarse como un porcentaje en términos anuales; ser un indicador del costo total de un financiamiento aplicable a todo tipo de crédito; su cálculo incluye la tasa de interés, comisiones, gastos y cualquier otro cargo que deba pagar el cliente al momento de contratar el crédito durante su vigencia y, finalmente, permite efectuar comparaciones entre las diferentes ofertas de crédito.

Realizó, a continuación, las siguientes precisiones:

a) Denominación del indicador. En atención a que en nuestro país, a diferencia de las experiencias internacionales estudiadas, existe la tasa de interés corriente y la tasa máxima convencional (TMC) definida en la ley N° 18.010, este concepto de tasa (TAE) podría inducir a confusiones. Por ello que propone una denominación diferente, por ejemplo, costo anual financiero (CAF), o como se indica en el caso mexicano, costo anual total (CAT).

b) Ámbito de aplicación. Para efectos de evitar una asimetría de la información se hace necesario establecer la obligatoriedad de difundir este indicador sobre todos los oferentes habituales de crédito.

c) Participación de la Superintendencia de Bancos. Dado que la aplicabilidad de esta indicación legal recaerá principalmente sobre dos grandes sectores financieros: el bancario y el retail, estimó conveniente ofrecer su colaboración en la formulación de la normativa que será aplicada. 

Don José Roa, Director del Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC), sostuvo que la ley N° 19.496, en su artículo 37, regula la información que el proveedor debe dar acerca del crédito. Pero que, no obstante, existen importantes diferencias de precios que justifican acciones de mayor transparencia.


El modelo de cobro de comisiones dificulta conocer el valor del medio de pago en cada una de las transacciones y la comparación entre ellos, y el modelo de cobro del crédito dificulta conocer el costo final del crédito y la comparación entre las distintas alternativas.


Un indicador TAE, precisó, dada la diversidad de modelos de cobro, ayuda a disminuir las asimetrías pero no las soluciona del todo. Lo que se debe lograr es la certeza en el precio final del crédito. Añadió que lo anterior supone revisar la conveniencia de utilizar más de un indicador para informar a los consumidores (TAE, monto total del crédito, tope máximo por administración del plástico), versus la redefinición de los cobros aceptados por ley.


Lo referido también es extensible a todas las instituciones que prestan todo tipo de crédito a los consumidores, concluyó.
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